INICIATIVA

DE LEY QUE CREA LA COMISION DE ESTADO PARA EL FEDERALISMO DE LA HACIENDA PUBLICA, PRESENTADA POR EL DIPUTADO JORGE ALEJANDRO CHAVEZ PRESA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PRI, EN LA SESION DEL SABADO 14 DE DICIEMBRE DE 2002

Jorge Alejandro Chávez Presa, a nombre del grupo parlamentario del Partido Revolucionario Institucional y en ejercicio de la facultad que le otorga la fracción II del artículo 71 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, presenta ante esta Cámara de Diputados del honorable Congreso de la Unión, con fundamento en el artículo 73, fracciones VII, XXIX y XXX, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, una iniciativa para promulgar la Ley que Crea la Comisión de Estado para el Federalismo de la Hacienda Pública. Lo hacemos con fundamento en la siguiente 

Exposición de Motivos 

El objetivo: hacia un federalismo de las finanzas y la hacienda públicas que asegure a cada mexicano un mínimo de condiciones de bienestar y acceso a las mismas oportunidades de desarrollo en cualquier parte del territorio nacional de manera eficiente. 

México requiere un Estado en el que sus distintos órdenes de gobierno dispongan de las facultades, instrumentos y recursos para responder de manera más rápida y expedita a las demandas de bienestar de la sociedad. La población desea seguridad para las personas y su patrimonio, justicia y un conjunto de bienes públicos que le permitan vivir en mejores condiciones materiales y a su vez permitan el desarrollo material. Esto requiere de gobiernos que conduzcan los asuntos públicos cumpliendo mejor con sus responsabilidades y hacerlo al menor costo para los contribuyentes. Especialmente requerimos no asediar más a los contribuyentes con nuevos impuestos o tasas más altas, sino cumplir el mandato constitucional de que absolutamente todos los mexicanos contribuyamos para los gastos públicos de manera proporcional y equitativa. 

El país necesita evolucionar la relación entre el orden federal, estatal y municipal con una mejor división del trabajo. Necesitamos mejorar la coordinación y distribución de facultades, responsabilidades y recursos entre estos órdenes de gobierno para responder a las necesidades de las personas en los lugares donde viven. 

Nuestro marco jurídico necesita revisarse para evaluar la actual distribución de funciones y atribuciones del Ejecutivo federal, de los gobiernos en los estados y en el Distrito Federal y de los municipios. Una condición indispensable para que el trabajo asignado se lleve a cabo con éxito es dotar de las potestades y los instrumentos acordes a sus responsabilidades a los tres órdenes de gobierno. Esta es la esencia del federalismo: la discusión seria y responsable de cómo aseguramos a cada mexicano un mínimo de condiciones de bienestar y acceso a las mismas oportunidades de desarrollo en cualquier parte del territorio nacional de la manera más eficiente. 

Actualmente el modelo de federalismo centralizado se ha agotado. Ya no le sirve a las entidades federativas ni a los municipios quienes se limitan a ser simples administradores y gestores de recursos federales, sin permitírseles decidir. Se requiere de una profunda reforma legal que les otorgue nuevamente poderes de decisión y con ello instrumentos tributarios y de gasto. 

Nuestro federalismo ha perdido también su capacidad de promoción del desarrollo económico en las regiones. El federalismo al que aspiramos busca vincular los impuestos de los contribuyentes y el gasto público con la autoridad responsable de recaudar y gastar, para una mejor calidad de vida de las personas. Sólo así podremos tener localidades fuertes y regiones bien desarrolladas para conformar una nación unida y próspera. 

Nuestro sistema tributario ha quedado rebasado 

Nuestro sistema tributario y de coordinación fiscal entre la Federación, las entidades federativas y sus municipios se encuentra agotado por las siguientes razones: 

No está vinculada la política tributaria con las responsabilidades de las entidades federativas y los municipios, con el gasto público ni con las necesidades regionales. 

El sistema de coordinación fiscal no cumple cabalmente sus objetivos resarcitorios ni compensatorios. 

Nuestra política de gasto desde el Gobierno Federal ya no puede promover el crecimiento económico ni la creación de empleos por haberse convertido en una política eminentemente de gasto corriente. 

Estamos utilizando la riqueza petrolera para subsanar la debilidad de la recaudación. En lugar de destinarla a constituir infraestructura social y productiva, como carreteras, agua potable, drenaje y construcción de hospitales y escuelas, la estamos destinado a cubrir erogaciones corrientes. 

Existe un régimen fiscal de exenciones, tasas diferenciadas, regímenes especiales y deducciones autorizadas, que de hecho son privilegios para ciertos sectores sociales que representan poco más de 5 puntos del PIB, o más de 300 mil millones de pesos. Esto representa casi la mitad de lo que se recauda actualmente de impuestos. 

Se han creado varios impuestos para suplir la debilidad del Impuesto Sobre la Renta y el Impuesto al Valor Agregado, como el efímero Impuesto a la Venta de Bienes y Servicios Suntuarios, los IEPS y el impuesto a las telecomunicaciones, que sólo distorsionan los patrones de consumo e inhiben a las actividades productivas y el empleo. 

Nuestro marco tributario y nuestra administración tributaria son ineficaces en el combate a la evasión y la elusión fiscales. Ambos descansan, además, sobre un pequeño grupo de contribuyentes. Distintos estudios de instituciones académicas reconocidas ubican el nivel de evasión fiscal entre 2 y 4 puntos del PIB. 

Los estados y los municipios no tienen instrumentos de política económica para emprender acciones inmediatas en beneficio de la población ni para promover un desarrollo regional equilibrado, viéndose obligados a desarrollar una cultura de gestión ante el Gobierno Federal. 

Existe una gran tensión entre los tres órdenes de gobierno por la asignación de los recursos públicos. 

Tenemos un sistema de coordinación tributaria altamente concentrado en el Gobierno Federal. El Ejecutivo federal recauda más del 97 por ciento de todos los impuestos. Todos estos impuestos se aprueban anualmente por el Congreso de la Unión. 

El gasto público está fragmentado y lleno de duplicidades entre los tres órdenes de gobierno, lo que no permite una adecuada rendición de cuentas. En adición, el gasto ya perdió su capacidad de promoción del crecimiento y la creación de empleos por constituir principalmente una política de consumo del gobierno. 

Los ingresos tributarios son insuficientes para cubrir las funciones y responsabilidades básicas de los tres órdenes de gobierno en desarrollo social: educación, salud, seguridad social, laboral, abasto, asistencia social y desarrollo regional y urbano.

La descentralización de los servicios de salud y educación está presionando las finanzas públicas de las entidades federativas 

Desde 1992 el Gobierno Federal ha estado transfiriendo responsabilidades y recursos a los gobiernos de las entidades federativas para que éstos se hagan cargo de funciones que se encontraban centralizadas en el Ejecutivo federal. En 1998 se creó el Ramo 33 para dirigir desde el Presupuesto de Egresos de la Federación recursos a los estados y los municipios por concepto de apoyo federal para cubrir servicios públicos federales específicos. Concretamente los gobiernos de los estados ahora administran los servicios educativos y de salud en tanto que el Ejecutivo federal se concentra en el diseño y evaluación de las políticas públicas en el ámbito nacional. 

No obstante, cuando se transfirió la administración de las escuelas y las clínicas, faltó señalar las fuentes de ingresos adicionales con las cuales los estados pudieran continuar desarrollando los sistemas de educación y salud en función de sus necesidades locales. Por esta omisión la mayoría de los gobiernos de los estados se ven obligados actualmente a completar el presupuesto del Ramo 33 con sus propios recursos, especialmente para cubrir salarios y prestaciones, recursos insuficientes porque tienen potestades tributarias limitadas. 

En los últimos años se ha estado apoyando a los municipios a través de un fondo especial del Ramo 33, denominado Fortamun, que es tres veces mayor que la recaudación del impuesto predial, lo que procura incentivos adecuados para fortalecer la capacidad local de recaudación. 

El Ejecutivo federal también ha venido suscribiendo convenios de colaboración con los estados a fin de emprender acciones comunes en las áreas de infraestructura carretera, desarrollo agropecuario, turismo y cuidado del medio ambiente, evitando duplicidades y sumando esfuerzos y recursos. Sin embargo, los convenios están significando otra fuente de presión a las finanzas públicas estatales porque tanto dependencias como entidades paraestatales federales condicionan sus obras a las aportaciones estatales o municipales. En adición, las prioridades federales no coinciden en ocasiones con las estatales o municipales. Los convenios constituyen además una fuente de recursos que el Ejecutivo federal utiliza con discrecionalidad. 

Uno de los principios fiscales más aceptados en una sociedad democrática es el de la equidad horizontal; es decir, el hecho de que los estados cuenten con un mismo nivel de recursos públicos para hacer frente a sus necesidades locales. El esquema de transferencias federales que debemos diseñar en México idealmente debiera permitir compensar a las entidades de bajo nivel de desarrollo, independientemente de su esfuerzo fiscal, para nivelar los ingresos totales por habitante (propios y federales) entre las entidades del país. Así podremos tener un sistema federal solidario. 

El sistema de coordinación fiscal no responde a las necesidades de desarrollo regional 

Después de las aportaciones federales y los convenios, las participaciones constituyen la segunda fuente principal de recursos de estados y municipios. El procedimiento para determinar la recaudación federal participable se encuentra rebasado por la nueva realidad política del país por las causas siguientes: primera, la mecánica de composición de los ingresos participables privilegia al Gobierno Federal porque le corresponde la mayor parte de los ingresos recaudados. Segunda, los criterios de reparto, resarcir y compensar, no se cumplen cabalmente porque se anulan entre sí por ser contradictorios. 

Aunque las fórmulas de coordinación fiscal privilegian al Gobierno Federal con la mayor proporción de los ingresos participables, parte importante de ésta se regresa a los estados y municipios en la forma de aportaciones federales. Así los estados tienen el incentivo de presionar al Gobierno Federal para que se les otorgue mayores recursos por esta vía, pues es quien finalmente carga con el costo político de aumentos de impuestos. Asimismo, tener concentradas la mayor parte de las potestades tributarias como actualmente está, no da a los estados el incentivo de hacer su propio esfuerzo de recaudación pero tampoco instrumentos propios para atender sus necesidades de desarrollo local. 

En los últimos años se han emprendido diversas reformas a la Ley de Coordinación Fiscal a fin de fortalecer el objetivo resarcitorio a los estados y municipios. A este fin se han promovido convenios de colaboración administrativa para devolver el 100 por ciento de algunos impuestos federales que se recaudan localmente, evitando que dichos ingresos formen parte de la Recaudación Federal Participable. 

No obstante, estos avances no han dejado satisfechas a la mayoría de las entidades federativas. Incluso las entidades de mayor desarrollo económico piden que se privilegie el criterio resarcitorio, en tanto que las de menor desarrollo, el compensatorio. En lo que ambas coinciden es en el deseo de incrementar los porcentajes con los cuales se calcula el monto de la Recaudación Federal Participable. No obstante, de hacerlo conllevaría riesgos a las finanzas públicas de la Federación porque en los hechos se estarían debilitando los instrumentos de política fiscal del Gobierno Federal para promover un desarrollo armónico nacional y proteger a la economía ante los choques internos y externos. 

Si alguna ventaja tuvo para México tener concentrados la mayoría de los instrumentos de política económica en el orden federal fue la velocidad de respuesta con la que se afrontaron los choques externos e internos, como quedó demostrado en las crisis económicas de los ochenta y noventa. Sin embargo, ahora requerimos un nuevo equilibrio que no ponga en riesgo las finanzas de la Federación pero que también permita descentralizar para fortalecer la toma de decisiones a los gobiernos estatales para que puedan impulsar polos de desarrollo regional. 

En esta época de recesión se nota que el país entero sufre la inmovilidad del Ejecutivo federal, quien tiene todos los recursos y potestades para mitigar los efectos de la crisis. En el modelo de federalismo a que aspiramos, no sólo el orden federal puede contribuir a la reactivación económica, sino que los otros órdenes de gobierno complementan las fuentes de desarrollo económico en función de su realidad local. 

Hacia un nuevo modelo de desarrollo nacional y una nueva relación con los contribuyentes 

El federalismo consiste en dotar a los gobiernos estatales y municipales de los instrumentos de política tributaria, de deuda y de gasto adecuados para tomar decisiones donde vive la gente y así resolver sus problemas, cubrir sus necesidades y estar en condiciones de enfrentar oportunamente los desafíos y las demandas populares. El espíritu del federalismo consiste en buscar que los estados y los municipios puedan impulsar y sostener un desarrollo económico de las regiones desde abajo, de manera complementaria a las acciones que lleve a cabo el Gobierno Federal. 

En la medida en que exista mayor correspondencia entre las responsabilidades y su financiamiento por medio de medidas tributarias en el ámbito local, habrá una mayor conciencia por parte de los ciudadanos con relación al costo de los servicios públicos. Un adecuado sistema tributario y de gasto en el nivel estatal y municipal tiene que hacer evidentes a los ciudadanos los beneficios y costos de cada política pública, programa o proyecto. De esta forma, estaría en adecuada posición para decidir si debería apoyar u oponerse al proyecto público propuesto. 

Como ya se agotó nuestro modelo de federalismo fiscal, es fundamental generar un nuevo modelo con su correspondiente transición. El modelo de país al que aspiramos los mexicanos se basa en un sano equilibrio entre las responsabilidades de los tres órdenes de gobierno, en la corresponsabilidad fiscal y en un fortalecimiento de las autoridades para que las decisiones correspondientes se tomen por autoridades que estén más cerca de las personas. 

El modelo que requiere México es un modelo que proporcione soluciones integrales a los problemas del desarrollo. Requerimos pensar globalmente y actuar localmente con visión nacional. Para ello nuestro modelo de federalismo debe incorporar integralmente a la planeación, a los ingresos, al gasto público, a la deuda, a la contabilidad gubernamental y a los instrumentos para la evaluación y rendición de cuentas. 

El 2 de julio de 2000 marcó un hito en la historia de México. Se probó que la alternancia del Poder Ejecutivo federal es posible sin sobresaltos económicos y sociales, marcando el inicio de una redistribución del poder público: del Ejecutivo federal al Poder Legislativo y del orden federal a los órdenes estatales y municipales. 

Sin embargo, también se debe reconocer que el centralismo fiscal que buscamos superar no ha facilitado a los gobiernos en los estados y en los municipios el desarrollo de una infraestructura institucional que les permita operar con base en un sistema efectivo de transparencia para la rendición de cuentas y resultados. 

El federalismo no sólo consiste en establecer la distribución del trabajo público entre el orden federal, estatal y municipal en términos de las responsabilidades, facultades y recursos más adecuada sino también en fortalecer la capacidad institucional de las autoridades para que puedan administrar con eficiencia y honradez los recursos públicos y alcancen los resultados que la sociedad espera de ellos en el ámbito de competencia correspondiente con la velocidad adecuada. 

Queremos un federalismo que al transferir responsabilidades e instrumentos fiscales a los órdenes estatal y municipal, el país en su conjunto gane. Por ello de manera paralela a la revisión de las responsabilidades y las potestades tributarias de los tres órdenes de gobierno, deberán establecerse los lineamientos para establecer una reforma institucional para fortalecer la rendición de cuentas y resultados, asegurando en todo momento la disciplina fiscal y el fortalecimiento de las haciendas públicas de los tres órdenes de gobierno. 

Por su importancia y trascendencia para la vida nacional, la reforma del federalismo debe constituir uno de los pilares fundamentales de la Reforma del Estado. 

Comisión de Estado para la Construcción del Nuevo Federalismo y la Nueva Relación con los Contribuyentes 

Para avanzar en el federalismo y alcanzar resultados exitosos se requieren muchos esfuerzos simultáneos en diversos frentes. En el país ha habido muchas manifestaciones públicas para organizar una Convención Nacional Hacendaria donde se discutan y analicen modelos de federalismo que superen al actual sistema de coordinación fiscal. 

Se necesita un esfuerzo coordinado que dé coherencia a todas las propuestas de manera que el Constituyente Permanente disponga de la información y los elementos de análisis para reformar el marco legal y constitucional. Para diseñar un plan maestro de la reforma del federalismo, esta iniciativa propone crear una comisión de Estado con el mandato de contribuir con estudios, análisis e investigaciones a los trabajos de la reforma para proporcionarle al Poder Legislativo los elementos técnicos, jurídicos y económicos que faciliten la toma de decisiones en favor de los mexicanos. 

Se propone crear una comisión de Estado dependiente de un Consejo Directivo para llevar a cabo estudios y consultas. Su labor es primordialmente de apoyo técnico y consultivo, pero con un mandato muy claro: consultar en nombre del Congreso de la Unión a todos los actores clave del proceso. Se propone establecer en el decreto de creación de la comisión de Estado el compromiso de no emprender ninguna reforma estructural del federalismo sin conocer previamente las conclusiones de la comisión. Para ello, la comisión tendrá responsabilidades bien definidas en términos de propuestas e iniciativas por elaborar para los legisladores y plazos. 

La vida y los objetivos de esta comisión de Estado se definen desde su creación. Se propone que en un plazo máximo de 18 meses los legisladores puedan contar con un mapa integral de reformas del marco jurídico para su examen y discusión, sustentadas en investigaciones y consultas a especialistas, institutos de investigación, gobiernos de los estados, autoridades municipales, legisladores, dependencias y entidades de la Administración Pública Federal y sociedad. La comisión proporcionará en todo momento informes a los diputados y los senadores sobre los avances que vayan obteniéndose. 

Se propone que la comisión de Estado esté formada por un Comisionado Presidente y cuatro comisionados para las siguientes áreas: 

Gasto público: responsable de los trabajos de evaluación y propuesta de las responsabilidades, funciones y atribuciones y costeo de las políticas públicas entre los tres órdenes de gobierno. 

Ingresos y potestades tributarias: responsable de los trabajos de evaluación y asignación para proponer las fuentes de financiamiento de las responsabilidades, funciones y atribuciones de los tres órdenes de gobierno. 

Reforma institucional: responsable de los trabajos de elaboración de los lineamientos para reformar y fortalecer las administraciones públicas y los marcos jurídicos de finanzas públicas de los gobiernos de los estados y de los municipios. 

Obligaciones contingentes: responsable de los trabajos de cuantificación y estrategias para enfrentar los pasivos y contingencias de los estados y municipios, como los fondos de pensiones, los pasivos ecológicos y los pasivos laborales. 

El Comisionado Presidente será electo por ambas Cámaras por el voto de dos terceras partes de los legisladores. Se proponen los siguientes requisitos para ser propuesto en la lista de votación: 

Tener grados universitarios afines a las ciencias económicas, ciencias jurídicas o políticas públicas. 

No desempeñar cargo en la Administración Pública Federal, o en alguna administración pública en los estados, los municipios o el Distrito Federal, en su caso. 

Tener experiencia profesional en temas de gasto público, política tributaria, deuda pública, modernización administrativa y federalismo fiscal. 

Tener amplio reconocimiento académico por publicaciones relacionadas con finanzas públicas y temas tributarios. 

Tener el apoyo de cuando menos 50 por ciento de los votos de los funcionarios fiscales a que hace referencia la Ley de Coordinación Fiscal. 

Esta iniciativa propone que los trabajos de la comisión sean supervisados por un Consejo Directivo, integrado por siete diputados, siete senadores, el secretario de Hacienda y Crédito Público y el secretario de Gobernación. Se elegirá un diputado representante de las siguientes Comisiones: 

Presupuesto y Cuenta Pública. 
Fortalecimiento del Federalismo. 
Hacienda y Crédito Público.

Y un diputado que represente cada uno de los principales grupos parlamentarios representados en la Cámara, de acuerdo con su representatividad. 

Se elegirán dos senadores representantes de las siguientes Comisiones: 

Federalismo y Desarrollo Municipal. 
Hacienda y Crédito Público.

Y un senador que represente cada uno de los principales grupos parlamentarios representados en la Cámara, de acuerdo con su representatividad. El Consejo Directivo será presidido por un senador durante un periodo de nueve meses y por un diputado durante el tiempo restante; ambos, electos por mayoría entre los integrantes. 

Esta iniciativa propone que el Consejo Directivo sesione cuatro veces por año para evaluar los avances del mandato otorgado a la comisión de Estado de acuerdo con el siguiente programa: 

A los tres meses: aprobar los términos y el contenido del diagnóstico del federalismo. 

A los seis meses: recibir el diagnóstico general del estado de las relaciones fiscales entre los tres órdenes de gobierno. El diagnóstico mostrará las opciones de reforma que pueden aplicarse con sus correspondientes esquemas de transición. Tanto las opciones como los esquemas de transición especificarán las ventajas, el alcance y los costos de implantación y transición. 

A los nueve meses: aprobar el plan maestro de las reformas. El plan contendrá los modelos de federalismo más adecuados, con sus correspondientes iniciativas de reformas del marco jurídico. 

A los 12 meses: conocer las conclusiones preliminares y los contenidos de las iniciativas de reformas del marco jurídico. 

A los 18 meses: recibir para su estudio en comisiones el paquete de reformas del marco jurídico y los libros blancos del plan maestro.

El costo de operación de la comisión de Estado será previsto en el presupuesto del Senado de la República, el cual será suficiente para cubrir las percepciones del personal que se contrate por el tiempo de vigencia de la comisión de Estado, así como para sufragar los estudios e investigaciones. 

En consecuencia, y en uso de las atribuciones a que he hecho referencia al principio, me permito someter en nombre del grupo parlamentario del PRI a esta H. soberanía el siguiente 

Proyecto de Decreto 

Artículo 1.- Se crea la Comisión de Estado para el Federalismo de la Hacienda Pública, en adelante Comisión de Estado, que dependerá de un Consejo Directivo. 

Artículo 2.- La Comisión de Estado tiene el objeto de coordinar la elaboración del plan maestro de iniciativas para la reforma del federalismo para proporcionar al Poder Legislativo elementos técnicos, jurídicos y económicos para que los diputados y los senadores tomen decisiones informadas. La naturaleza de su labor es de apoyo técnico y consultivo. 

Artículo 3.- Para cumplir su objeto, la Comisión de Estado llevará a cabo estudios y consultas en nombre del Congreso de la Unión a todas las instancias de los tres órdenes de gobierno. Asimismo, será un conducto reconocido por el Congreso de la Unión para solicitar y recibir información de parte de los actores clave del proceso de reforma del federalismo. 

Artículo 4.- La Comisión de Estado deberá preparar un mapa integral de reformas del marco jurídico para su examen y discusión en el Congreso de la Unión. Para ello, podrá encargar investigaciones y estudios, así como consultas a especialistas, instituciones de investigación, gobiernos de los estados, autoridades municipales, legisladores, dependencias y entidades de la Administración Pública Federal y sociedad. 

Artículo 5.- La Comisión de Estado tendrá un periodo de dieciocho meses para cumplir su objeto, lapso en el cual no se emprenderá ninguna reforma estructural del federalismo sin conocer previamente las conclusiones de la Comisión. 

Artículo 6.- La Comisión de Estado proporcionará en todo momento informes a los diputados y los senadores sobre los avances que vayan obteniéndose. 

Artículo 7.- La Comisión de Estado estará formada por un comisionado presidente y cuatro comisionados para las siguientes áreas: 

Gasto público: responsable de los trabajos de evaluación y propuesta de las responsabilidades, funciones y atribuciones y costeo de las políticas públicas entre los tres órdenes de gobierno. 

Ingresos y potestades tributarias: responsable de los trabajos de evaluación y asignación para proponer las fuentes de financiamiento de las responsabilidades, funciones y atribuciones de los tres órdenes de gobierno. 

Reforma institucional: responsable de los trabajos de elaboración de los lineamientos para reformar y fortalecer las administraciones públicas y los marcos jurídicos de finanzas públicas de los gobiernos de los estados y los municipios. 

Obligaciones contingentes: responsable de los trabajos de cuantificación y estrategias para enfrentar los pasivos y las contingencias de los estados y los municipios, como los fondos de pensiones, los pasivos ecológicos y los pasivos laborales.

Artículo 8.- El comisionado presidente será electo por el voto de la mayoría de los diputados y los senadores. Para incluirse en la lista de votación, los candidatos deberán reunir los siguientes requisitos: 

Tener grados universitarios afines a las ciencias económicas, ciencias jurídicas o políticas públicas. 

No desempeñar cargo en la Administración Pública Federal, o en alguna administración pública en los estados, los municipios o el Distrito Federal; o, en su caso, haberse separado del cargo un año antes de la votación. 

Tener experiencia profesional en temas de gasto público, política tributaria, deuda pública, modernización administrativa y federalismo fiscal. 

Tener amplio reconocimiento en el ámbito académico por publicaciones relacionadas con finanzas públicas y temas tributarios. 

Tener el apoyo de cuando menos 50 por ciento de los votos de los funcionarios fiscales a que hace referencia la Ley de Coordinación Fiscal.

Artículo 9.- El Consejo Directivo estará integrado por siete diputados, siete senadores, el secretario de Hacienda y Crédito Público y el secretario de Gobernación. Se elegirá un diputado representante de las siguientes Comisiones: 

Presupuesto y Cuenta Pública. 
Fortalecimiento del Federalismo. 
Hacienda y Crédito Público.

Y un diputado que represente cada uno de los principales grupos parlamentarios representados en la Cámara, de acuerdo con su representatividad. 

Se elegirán dos senadores representantes de las siguientes Comisiones: 

Federalismo y Desarrollo Municipal. 
Hacienda y Crédito Público.

Y un senador que represente cada uno de los principales grupos parlamentarios representados en la Cámara, de acuerdo con su representatividad. El Consejo Directivo será presidido por un senador durante un periodo de seis meses y por un diputado durante el tiempo restante; ambos, electos por mayoría entre los integrantes. 

Artículo 10.- El Consejo Directivo sesionará cuatro veces por año para evaluar y, en su caso, aprobar los avances de la Comisión de Estado, de acuerdo con el siguiente programa: 

A los tres meses: aprobar los términos y el contenido del diagnóstico del federalismo. 

A los seis meses: recibir el diagnóstico general del estado de las relaciones fiscales entre los tres órdenes de gobierno. El diagnóstico mostrará las opciones de reforma que pueden aplicarse con sus correspondientes esquemas de transición. Tanto las opciones como los esquemas de transición especificarán las ventajas, el alcance y los costos de implantación y transición. 

A los nueve meses: aprobar el plan maestro de las reformas. El plan contendrá los modelos de federalismo más adecuados, con sus correspondientes iniciativas de reformas del marco jurídico. 

A los 12 meses: conocer las conclusiones preliminares y los contenidos de las iniciativas de reformas del marco jurídico. 

A los 18 meses: recibir para su estudio en comisiones el paquete de reformas del marco jurídico y los libros blancos del plan maestro.

Artículo 11.- El costo de operación de la Comisión de Estado será previsto en el presupuesto del Senado de la República, el cual será suficiente para cubrir las percepciones del personal que se contrate por el tiempo de vigencia de la Comisión de Estado, así como para sufragar los estudios e investigaciones. 

Artículo 12.- La Comisión de Estado podrá solicitar en nombre del Congreso de la Unión la información que requiera para cumplir su objeto. Las dependencias y las entidades de la Administración Pública Federal, los gobiernos de los estados y del Distrito Federal y los gobiernos de los municipios coadyuvarán con las labores de la Comisión de Estado. 

Transitorio 

Unico.- El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en en el Diario Oficial de la Federación. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, Distrito Federal, a los 18 días del mes de noviembre de 2002. 

Dip. Jorge Alejandro Chávez Presa (rúbrica) 

(Turnada a las Comisiones: Especial para la Reforma del Estado, de Fortalecimiento del Federalismo, y de Gobernación y Seguridad Pública. Enero 7 de 2003.) 

